Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 33 minutos) 


La Comisión de Hacienda tiene mucho gusto en recibir al señor Ministro de Economía y Finanzas, quien solicitó ser recibido a los 
efectos de informar sobre la situación del Banco de Crédito. 


Desde ya, y en nombre de los integrantes de la Comisión de Hacienda, agradecemos la iniciativa al señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Efectivamente, solicitamos ser recibidos para informar de las circunstancias que, naturalmente, en un primer 
momento nos han generado sorpresa y después pesar, pero como en todas las cosas de la vida hay que hacer y hay que resolver. 
En consecuencia, nos pareció del caso acudir a este ámbito, ya que ha sido un proceso de salida al que le hemos dedicado 
muchísimas horas de trabajo y debido al cual, además, ya hemos venido al Parlamento y hemos traído, incluso, algunos artículos 
de la ley que se aprobó el 27 de diciembre que referían a este asunto. Entonces, dada la importancia que tiene el tema y por haber 
venido en algún momento a pedir una autorización parlamentaria, nos pareció de todo orden venir a informar sobre la situación. 


Voy a tratar de hacer una síntesis del proceso, lo más breve -para no abundar demasiado- y clara posible. Esta institución, que 
había sido asistida hasta agosto en algo más de U$S 80:000.000, fue de las suspendidas, porque no estaba en condiciones de 
reapertura por sus propios medios. A fines del mes de setiembre, se le planteó al accionista minoritario -que figura con la razón 
social de "Saint Georges Company Limited", sociedad de la Grand Cayman Island, que es del grupo de la Iglesia de la Unificación- 
la posibilidad de que el Estado dejara de participar -tampoco el Estado estaba en condiciones de seguir participando- habida cuenta 
que a los U$S 80:000.000 originales en asistencia del Banco Central, se habían incorporado aproximadamente U$S 87:000.000 
adicionales, con cargo al Fondo de Estabilidad del Sistema Bancario, aprobado por la ley del 4 de agosto, para devolver las 
cuentas vistas y las cajas de ahorro hasta U$S 50.000, más la moneda nacional. La cifra llegaba a algo más de U$S 70:000.000 en 
esa moneda y a unos U$S 11:000.000 o U$S 12:000.000 en moneda nacional. 


En ese estado de situación, a fines de setiembre se dio un principio de acuerdo que, a nuestro juicio, debía requerir mayores 
aportes de parte del grupo. Efectivamente, a fines de noviembre y luego de realizar las consultas necesarias, el grupo llega a la 
conclusión de que tendría que hacer mayores aportes y le pide ayuda al Estado, armándose el acuerdo básico de capitalización del 
Banco con apoyo de los ahorristas, que aceptaban capitalizar aproximadamente el 20% de sus acreencias, se producía un aporte 
de capital de parte del grupo y el Estado contribuía a las pérdidas anteriores en los términos que están establecidos en la ley de 
diciembre. 


Además, quiero aclarar que en el mes de octubre hubo un pedido de parte de los ahorristas al Parlamento -acogido por el Senado- 
para generar una norma legal que les permitiera hacer la capitalización, asunto que fue contemplado luego en la ley de diciembre, a 
la que se sumó la autorización por parte del Estado para contribuir a pérdidas por un total de U$S 41:500.000. 


Las bases del acuerdo, que se realizó a fines de noviembre, están recogidas en una carta de este grupo que les voy a dejar, que 
tiene fecha 11 de diciembre, en la cual reportan al Banco Central las bases del acuerdo final y en la que se ponía en evidencia que 
surgía para el Estado una recuperación de un nominal de algo más de U$S 130:000.000. Por lo tanto, habría distintos aportes del 
grupo, el Estado obtendría una recuperación dentro de ese esquema, que se haría parte en Bonos y parte como forma de pago de 
las deudas que el grupo tenía con el Banco. Este asunto había sido requerido por parte del Banco Central que no admitía que el 
Banco reabriera con una concentración de créditos excesiva en manos de uno de los accionistas. 


En esos términos, la carta dice: "Adjunto al texto del acuerdo final, acordado ante el Ministerio de Economía y Finanzas en el cual 
se establecen las bases para la capitalización y liquidez conducentes a la reapertura del Banco de Crédito, que es nuestro 
convencimiento que el mismo incorpora bases sólidas que permitan asegurar con alto grado de razonabilidad el desarrollo 
sustentable de la institución, aun en circunstancias económicas y financieras extremas como las que viene enfrentando el 
Uruguay." Este es el primer documento que dejaré en manos de la Comisión, en el que figuran las bases del acuerdo, que 
motivaron el pedido de contribución a pérdidas que aprobó el Parlamento el 27 de diciembre. 


Pocos días después, a principios de enero, el Ministerio convocó a los abogados de este grupo para formalizar los convenios y los 
contratos del caso, y se realizó una prolija discusión, diría que hasta de las comas. A fines de enero, ese convenio así ajustado fue 
remitido al Tribunal de Cuentas de la República para la intervención que le compete. En ese contexto, en una carta dirigida al 
Banco Central, fechada el 14 de enero, el accionista, que era minoritario y pasaba a ser el mayoritario junto con los ahorristas, 
señala lo siguiente: "Hacemos referencia a su nota del 3 de enero atinente a las condiciones necesarias para capitalizar y dotar de 
liquidez al Banco de Crédito Sociedad Anónima. Con relación a los elementos relevados en dicha nota como impedimento para el 
levantamiento de la suspensión, siguiendo el mismo orden que se plantea, deseamos informar ...", e informa acerca de una serie de 
aspectos diciendo que han llegado a un acuerdo de reducción de costos laborales, que se han hecho programas y cronogramas de 
aplicación, compromisos de habilitación de depósitos, garantía y cumplimiento de riesgos, etcétera, e incluso nomina a los 
Directores. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Cuánto había de aportes? 


SEÑOR MINISTRO.- Había un aporte líquido de U$S 35:000.000 y otro tanto de otros. Creo que el aporte alcanza a 
U$S 50:000.000, pero las cifras están bien claras en la primera nota. Además, asumían otros costos, por ejemplo, el de mandar a 
pérdida un depósito de U$S 27:000.000 que tenía esta compañía en el Banco y aceptaban buscar una solución de una empresa 
que se llama Rilomán, que está vinculada a créditos, que tiene el aval del grupo. Este aceptaba condonar, por decirlo de alguna 
manera, la deuda que tenía Rilomán con el Banco de Crédito -que ellos iban a pagar porque son los avalistas- y con eso generaban 
una solución a trescientas personas. 


En esos términos también se informa que en función de los requerimientos del Banco Central han contratado a una consultora -ya 
habían contratado otras antes- llamada ING. Alrededor del 16 a 18 de febrero motivan su primera presentación diciendo: "La 
consultora nos ha hecho un informe muy negativo, en función de lo cual nosotros estamos, en principio, desistiendo, pero vamos a 
hacer una consulta". Esto lo terminaron de confirmar con una nota fechada el 26 de febrero, porque nosotros les habíamos pedido, 
obviamente, que lo reconsideraran. Tengan en cuenta que en enero estábamos en el Tribunal de Cuentas y ellos estaban 
convencidos de que podían abrir; entonces, el hecho de que quince días después recibiéramos un desistimiento generaba, tanto en 
el ánimo como en las expectativas de recupero que tenía el Estado, un impacto bien relevante. 


Terminan presentando una nota muy correcta en cuanto a su contenido, pero donde dicen que de acuerdo con esta Consultora, 
tendrían que hacer aportes muy significativos, y señalan que lo más grave aún es que por parte de ING no se visualiza un modelo 
de Banco viable y sustentable con una masa crítica de negocios, etcétera. Esto entró el miércoles de tarde a última hora; el jueves 
se tomó la evaluación, el viernes 28 vencía el último plazo que había conferido el Banco Central al Banco de Crédito, y 
naturalmente no había argumentos para plantear al Banco Central que no tomara la decisión correcta. Si un Banco ha perdido 
patrimonio y no puede abrir, tenía que proceder a esa decisión y no se había llegado a ella porque existía, no una mera expectativa, 
sino más que una propuesta. 


En consecuencia, el Banco Central toma el viernes la decisión de proceder a decretar la liquidación y, por imperio de la ley del 27 
de diciembre, automáticamente se genera la constitución de un fondo de liquidación. 


Ese mismo día, más allá de algunas llamadas informales que algunos de nosotros hemos intercambiado, convocamos a la 
Comisión de Ahorristas, a la Comisión Consultiva y, naturalmente, también a AEBU. Hubo algunas rispideces en el procedimiento 
entre funcionarios de AEBU y del Banco Central, pero pienso que ese es un asunto que con los intercambios que se han hecho los 
días siguientes -sábado, domingo, lunes y martes- va por una vía de entendimiento y solución. Hoy hay una Asamblea y confío en 
que esos aspectos queden resueltos en cuanto a la mecánica. 


Así las cosas, el balance del Banco Central al 31 de enero -en buena medida porque muchos créditos han pasado a condición de 
no vigentes, porque por distintas circunstancias las personas no los han mantenido vigentes en pago y en acuerdo; aquí puede 
haber más de una opinión acerca de por qué eso es así, pero en definitiva esa es la realidad- genera un equivalente a 
U$S 400:000.000 de activos, valuación de balance contra unos U$S 553:000.000 de pasivo. Pero sobre este balance hubo un 
informe posterior de Tea, en el que recomienda aumentar las previsiones de esta Cartera en más de U$S 50:000.000, mientras que 
el informe de ING que contrató el accionista privado, recomendaba U$S 105:000.000. Por ello nuestra resistencia de estos últimos 
días a hablar de cifras; queríamos tener una conclusión clara de las cifras, sobre todo en la valuación y opinión de las Carteras. 
Normalmente, la Consultora Tea lo que ha hecho es examinar un cierto porcentaje de la Cartera y hacer una evaluación de cada 
crédito, el cual puede tener mayor o menor previsión en función de muchas circunstancias; o porque el crédito siempre fue malo, o 
porque fue bueno pero la circunstancia económica devino en que el prestatario no fuera un buen cliente o, simplemente, porque no 
se gestionó adecuadamente, o porque el prestatario -que de pronto es un buen cliente en otro Banco- a este Banco no le paga 
porque no está operativo. Esto lo hemos visto en el otro Banco: gente que es categoría 1 y 2 en el resto de la banca, es 4 y 5 en 
estos Bancos. De esta forma, uno imagina que lo puede rescatar fácilmente, o no tan fácilmente pero sí razonablemente. A su vez, 
desde el punto de vista laboral la situación es la siguiente: 300 personas que trabajan en Rilomán, que aparentemente es 
propiedad del Banco de Crédito -puede haber cierto grado de duda en cuanto hasta qué punto también no puede ser, en algo, 
propiedad de accionistas privados- y 670 personas en el Banco de Crédito. 


No tengo dudas de que el esquema del acuerdo al que tan trabajosamente se llegó resolvía los problemas del personal y de los 
ahorristas, que aceptaban reprogramar a cuatro años al 2% de interés y recapitalizar el 20%. Se iba a tratar de un Banco que 
administrarían entre ellos y el accionista privado, con un relativo entendimiento con el personal. A su vez, el Estado rescataba algo 
con Bonos que tomaba al valor nominal, que era deuda pública, y con una cantidad importante de deuda del grupo. Reitero que no 
tengo dudas de que se trataba de un buen acuerdo, pero el problema no fue que se haya pedido una renegociación y el Estado 
haya dicho que no. Cuando estaba todo pronto para firmar, el accionista nos comunicó que, dado el informe que tenía, no quería 
ser responsable del Banco ni el accionista principal. No estoy poniendo nota buena ni mala, sino que es una realidad de la vida y de 
la situación que se vive. No se trata de que le hayamos dicho que había que asumir U$S 20:000.000 o U$S 30:000.000 más de 
pérdidas; claramente se nos dijo que no estaban dispuestos a ser el principal del Banco o su accionista mayoritario. No hubo un 
replanteo ni pedidos adicionales: fue tajante. Digo esto con toda claridad porque, a veces, como en toda negociación, puede quedar 
la duda de que si hubiéramos hecho algo más podría haberse logrado rescatar el Banco. En este caso no hubo ninguna opción. 


Por tanto, la realidad es que hoy tenemos un Banco con esta situación del personal, de los ahorristas, del Estado y del grupo. Lo 
primero que atinamos a decir es que si el Estado tiene U$S 180:000.000 en el Banco, no parece razonable que quiera prorratear 
con los ahorristas, por lo menos en vía de un entendimiento, sino que debería cederle la prioridad. No es imaginable que el Estado 
pueda conseguir más dinero en un momento que falta para tantas cosas, pero de lo que ya puso en el Banco -salvo que haya una 
situación de litigio judicial- en vías de un entendimiento, consideramos que debe ceder la prioridad y reclamar al otro socio el mayor 
esfuerzo posible para construir una nueva salida, lo que tempranamente empezamos a hacer. Es así que planteamos por lo menos 
dos de los elementos que estaban en este inicial convenio, que eran enviar a pérdidas el depósito de U$S 27:000.000 que el grupo 
tenía en el Banco y mantener la salida de Rilomán para resolver la situación de cuatrocientas personas, para después discutir un 
esquema de pago con el Banco que pudiera, de alguna manera, ayudar a solucionar la situación de los ahorristas, como piso. 


Eso es lo que el Estado tiene algún derecho a pedir; sobre otras cosas derecho no hay. Asimismo podemos plantear a los 
trabajadores y a los ahorristas que hay dos caminos posibles -aunque tal vez pueda haber más- en la ley: uno que es la liquidación 
lisa y llana donde en definitiva el administrador, que es el Banco Central, tratará rápidamente de accionar sobre los activos para ir 
satisfaciendo las acreencias de los distintos acreedores, que es lo que marca la ley o, de lo contrario, procurar algún modelo de 
entendimiento, también habilitado por ley, que permita hacer acuerdos entre los diversos acreedores ante la liquidación. En este 
caso, los acreedores son, básicamente, el Estado, los ahorristas y los trabajadores por sus créditos laborales, más allá de la 
situación laboral que ya no es un crédito sino un problema a atender, pero reitero que los trabajadores además son acreedores. 


Desde el viernes para acá ese es el estado de situación; hemos sugerido que lo más razonable es procurar llegar primero a un 
estado claro de cifras, lo que se podrá hacer por medio del Banco Central en cuanto pueda ingresar al Banco a hacer el inventario y 
un procedimiento que prevé la ley, que es la convocatoria a confirmación de créditos, lo que se hace en cuestión de una semana. 
Ello termina de dar la foto real del Banco desde el punto de vista contable. 


Luego hay un tema, si se quiere más opinable, que es el previsionamiento y la categorización de las Carteras donde, insisto, hay un 
informe del Banco Central, creo que del mes de enero, otro de Tea de la misma fecha y otro, aparentemente del mes de febrero, de 
ING, que en cierta medida nos darán la valuación de esas Carteras. 


Tengo la impresión, entonces, de que es por esa vía, si hubiera ese ambiente, que se puede construir el estado de situación con los 
activos del Banco, que son algo de Cartera vigente y que aun antes de la recategorización que hace la consultora externa tampoco 
era tanta, porque el sector no financiero ascendía a U$S 137:000.000. Si esta además tiene una previsión adicional, como todos 
nos damos cuenta, no es una cantidad muy importante, por lo que hay que buscar también en las colocaciones vencidas qué es lo 
rescatable. Pensamos que puede haber algo, así como de Caja y de Bonos. 


En consecuencia, el primer elemento de información es el desarrollo de una tramitación que se ha realizado y allí están los hitos; 
luego tenemos la circunstancia que culmina con la nota del 26 de febrero que impide toda opción, por lo menos práctica, de 
reapertura del Banco y, como tercera fase, habrá que ver cómo alivianamos la situación, por lo menos a nuestro juicio, de ahorristas 
y de trabajadores. A partir de ahí hemos empezado a trabajar sobre las dos vías y pensamos, insisto, que la del convenio, la del 
acuerdo, es la más adecuada porque es la que va a permitir hacer valer mejor los activos y llevar a cabo una distribución más 
razonable de ellos. Si ese conjunto de activos nos va a hacer llegar, en mayor o menor medida, a las expectativas que todos 
tenemos, que consisten en tratar de satisfacer al máximo grado la situación de los ahorristas, como con algunos de ellos hemos 
estado hablando, las cifras no están radicalmente lejos, pero hasta no terminar y afianzarlas, más vale no hacer cálculos. Digo esto, 
porque ha sucedido que al momento de manejar una cifra, luego vinieran los estudios técnicos correspondientes, por lo que al 
previsionarlas más se nos achicaba el panorama. Entonces, no se trata de que uno no las vea o no tenga ganas de imaginar 
soluciones, ya que todos las imaginamos: los ahorristas, el Banco Central del Uruguay y el Ministerio de Economía y Finanzas, 
etcétera. Entiendo que hasta no tener las cifras ciertas, éstas podrían variar las circunstancias. 


Por último, señor Presidente, se han planteado distintos grados de manejo posterior de estas circunstancias. Se ha dicho, inclusive, 
por qué no pasar esto al Banco de la República. Esta institución puede, eventualmente, participar en un proceso de adjudicación de 
activos, pero también va a querer ver qué activos son y cuánto valen, porque tampoco el Banco de la República está en 
condiciones de asumir otra circunstancia. Incluso, tal vez haya mejores opciones que ésa. Por lo tanto, les diría que, sin descartar 
ninguna opción, me parece que lo fundamental es poder disponer en forma rápida de estos activos de la manera más acordada 
posible; de lo contrario, están los distintos mecanismos que prevé la ley. Pienso que vamos a poder atender mejor a todos si 
buscamos un entendimiento. Esto es en lo que estamos desde el viernes al día de ayer, cuando hemos planteado esta 
circunstancia. 


Quedo a la orden de la Comisión para las consultas que deseen formular luego de esta introducción. 


SEÑOR COURIEL.- Está clara la presentación del señor Ministro en el sentido de que durante siete meses se estuvo negociando, 
había acuerdo, se suponía que el Banco se abría, pero en el mes de febrero el socio privado minoritario no planteó ningún acuerdo, 
ninguna negociación ni reprogramación y dijo "No". De manera que, desde ese punto de vista, parece estar claro el tema de la 
liquidación. 


Voy a plantear cuatro preocupaciones al respecto. La primera de ellas tiene que ver con qué liquidación del Banco podría significar 
que la plaza tuviera cierta desconfianza. Por lo menos, el viernes pasado ello no ocurrió -supongo que esta semana tampoco- por 
lo que habría una tranquilidad de que se tomó una medida que no generó ningún tipo de retiro de depósitos, que era una de las 
inquietudes que había frente a una situación de esta naturaleza. 


La segunda preocupación que tenemos se relaciona con que nos gustaría tener alguna idea acerca de la situación en que está la 
deuda que el grupo tiene con el Banco, a fin de saber las posibilidades que tienen los ahorristas. 


En tercer lugar, está el tema de los ahorristas. El señor Ministro dijo que no quería dar números porque todavía no sabe si los 
activos 1 y 2 caminan o no y si la secta va a poner aquella cifra de algo más de U$S 90:000.000. Acepto que no quiera dar 
números, pero le pediría que nos diera los conceptos de cuáles serían las características de los acuerdos. 


Por último, tenemos el problema del personal. Se puede partir de la base de que si el socio privado pone la deuda que tiene con 
Rilomán -no recuerdo la cifra- los 300 trabajadores podrían seguir trabajando allí. Entonces, el tema es el de los 670 trabajadores 
del Banco de Crédito. Quisiéramos saber qué es lo que se está pensando al respecto, si hay algún avance y todo aquello que 
pueda decir sobre el punto el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, si decretamos la liquidación, hay un tema muy sensible que estamos tratando de cuidar, que 
es la tranquilidad de la plaza. 


En segundo término, en lo que se refiere a las deudas del grupo, éste ha planteado por escrito que las va a pagar. Como hipótesis 
inicial de trabajo, nosotros partimos de la base de que esos más de U$S 90:000.000 es dinero que se va a tener y habrá que 
buscar las alternativas para que, a su vez, sea en los plazos y condiciones que pueda pactarse con los ahorristas, para satisfacción 
de éstos. 


En tercer lugar, los activos de primera categoría son relativamente pocos, según los últimos informes de la consultoría. Por eso el 
Banco Central ya empezó a trabajar, para ver si entre los que pueden no estar vigentes hay Carteras buenas, si de esa manera nos 
arrimamos más, por lo menos, a los números básicos, y así en algún momento podremos decir que tenemos un universo de 
U$S 360:000.000 de depósitos. Si restamos el referido al propio grupo y uno que tiene la Corporación, estamos entre trescientos 
veinticinco y trescientos treinta, aproximadamente. ¿Por qué la variación? Porque puede haber algún depósito de ellos que está 
vinculado a deudas del titular del depósito con el Banco. Entonces, creo que técnicamente son trescientos treinta y cinco sin los 
accionistas. He visto en algún informe que lo rebajaban a trescientos veinte, probablemente vinculado a que, tal vez, hubiera 
compensaciones en trámite que no se han hecho por razones legales. Repito, entre trescientos veinte y trescientos treinta y cinco 
está el universo de depósitos a honrar. 


Este es el esquema. Si hay más de noventa acá y algo más de cien de Carteras buenas por este otro lado, mucho del partido se 
juega en ver qué hay de rescatable de la Cartera en sí y de qué manera y con qué ingeniería se puede disponer de estos activos 


para que preserven valor. Todos sabemos que en el actual estado de la plaza la simple venta o colocación lo hace caer. Entonces, 
creo que es esencial que para que los ahorristas salgan de una manera razonable, primero hay que considerar los plazos y las 
tasas de interés de los depósitos. Ellos mismos habían puesto como condición amortizaciones bimestrales, 2% anual y a cuatro 
años en total. Hay que ver si se puede llegar a algo parecido y si eso va contra los activos que tienen rentabilidades y plazos 
distintos. Esa fue y es la plataforma de trabajo. A nuestro juicio, es esencial validar o no estos sucesivos informes que están 
llegando de Consultoría. 


SEÑOR COURIEL.- Con respecto al tema de los ahorristas, quisiera saber si todas las actividades estarían a cargo del Banco 
Central. 


SEÑOR MINISTRO..- Sí, señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Solamente el Banco Central. ¿No intervendría ninguna otra institución? Pregunto esto porque los ahorristas 
están pidiendo que se pase todo al Banco de la República. 


SEÑOR MINISTRO.- Desde el punto de vista legal y técnico, el administrador es el Banco Central. Les hemos planteado que con 
funcionarios del Banco Central, del Ministerio de Economía y Finanzas y, eventualmente, de los trabajadores, trataremos de 
construir el convenio. Ahora, si el convenio se construye, requiere de la adhesión expresa, es decir, de las firmas de un porcentaje 
relevante de los acreedores. O sea que ésa es la garantía última. Si sirve, se firmará; si no, sencillamente no se hará. 


El Fondo de Liquidación del Banco de Crédito S. A. se conformó automáticamente -como lo indica la ley- el propio viernes, cuando 
se estableció la liquidación, pero ello no es obstáculo para que en el grupo de trabajo que hemos propuesto se trate de lograr un 
convenio, a lo que habilita el artículo 19 de la ley. Personalmente, me parece que eso sería lo más racional; por ello, si se puede 
hacer, bien, y si no se llega a la base de un convenio, habrá que proceder a una nueva consideración. Por ahora, estamos 
trabajando con la idea de tratar de llegar a ese acuerdo, porque esto también tiene que ver con los trabajadores, y voy a explicar 
por qué digo esto. 


Según indican los informes correspondientes, si el Banco hubiera reabierto, el accionista privado ya había negociado retiros 
incentivados con más de cien personas. En una liquidación tradicional el trabajador tiene prioridad, pero por seis sueldos; en un 
convenio con un Banco cerrado, en cambio, esto tal vez le sirva a todo el mundo, y la posibilidad de lograr retiros incentivados es 
más importante. Con un Banco abierto, igual había cien personas que preferían cobrar quince sueldos y retirarse, es decir, no ir al 
Seguro de Paro sino, simplemente, renunciar. Este es un camino voluntario y usual en el sector bancario, pero para poder 
recorrerlo se requiere un acuerdo, pues el Banco Central no puede ofrecerlo sin que exista uno. Repito que todos los trabajadores 
tienen derecho a cobrar los seis sueldos, porque eso está establecido por ley, y tienen prioridad frente al ahorrista y frente a todo el 
mundo; después, obviamente, tienen derecho al Seguro de Desempleo, pero si los funcionarios fueran muchos, se generaría a su 
vez otro problema, porque dicho mecanismo ha sido calculado para una masa menor. 


El Gobierno ha estado facilitando mucho las cosas en el Banco nuevo para que los trabajadores lleguen a distintos tipos de 
entendimiento con cada ingeniería financiera; éstas han estado creando una especie de fondo común por despidos y resolviendo 
problemas a los compañeros de trabajo, con lo cual puede ser que la masa de personas en el Seguro de Desempleo del Banco 
nuevo sea menor a la estimada. Todo esto, reitero, es fruto de la acción de esa ingeniería, que es privada, y a la que han llegado 
los trabajadores entre ellos. Cabe agregar que la misma es muy correcta e inteligente, y lo más que ha hecho el Estado, de 
acuerdo con la ley, ha sido aceptar que se le paguen cancelaciones -porque hay personas que le deben al Banco por sus casas, 
por ejemplo- con bonos, cosa a la que se habilita a través de la propia ley. Esta fue una forma de ayudar para que las cosas 
pudieran funcionar. Podría ocurrir, también, que en lugar de haber mil personas hubiera quinientas o seiscientas, y entonces el 
Seguro estaría en condiciones de funcionar correctamente. 


Estamos dispuestos a discutir con los trabajadores todo tipo de opciones para ayudar a subsanar esta situación. Por ahora es todo 
cuanto puedo decir, reiterando que había personas que ya habían optado por el retiro incentivado y que, con base en un convenio, 
ese aspecto se puede mantener e incluso ampliar. 


Una de las primeras preocupaciones que tuvimos fue, precisamente, consultar al accionista privado si mantenía la decisión de 
liberar Rilomán, a lo que se nos contestó afirmativamente. Esto resuelve la situación de trescientas personas. En cuanto al resto, 
como en toda situación laboral, estamos dispuestos a sentarnos a trabajar para buscar las mejores soluciones. 


En el día de hoy, realmente, no podemos avanzar mucho más en la información. Lo que afirmamos es que habría distintos 
mecanismos para resolver la situación de la mitad de los funcionarios; en cuanto a la otra mitad, reitero que todos tenemos la 
disposición de trabajar para encontrar una solución, pero todo esto depende un poco de que se pueda llegar a un convenio, tanto 
para los retiros incentivados como para la situación de Rilomán. De lo contario, no se puede liberar la deuda porque ella está dentro 
de la masa y, aunque el accionista esté dispuesto a asumir el aval y pagarlo él, no se lo puede resolver de entrada porque, 
técnicamente, ese crédito pertenece a la masa. Quiere decir que sin convenio esto se complica; con él, las cosas se podrían 
resolver, y si lo pudiéramos armar rápidamente, mejor. Creo que vale la pena intentarlo porque, incluso, facilita la solución entre los 
propios ahorristas aunque, naturalmente, es prematuro decir cuál será. En cualquier caso, eso permitirá resolver las cosas de mejor 
manera. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera saber si para el Seguro de Desempleo se requiere una nueva ley. 


SEÑOR MINISTRO.- Los trabajadores están amparados, pero hay un tema económico. De todas formas, parece que va muy bien 
encaminada la situación del nuevo Banco, lo que permitirá que haya menos personas en el Seguro de Paro que las estimadas 
inicialmente. Si fueran las 670, debo advertir que no lo resistirá la economía del Seguro de Desempleo, pues no está diseñado para 
acoger a tanta gente. Si logramos resolver bien esta situación y atemperarla, tendremos otro panorama. Por eso nuestra insistencia 
en buscar un acuerdo, en virtud de estos lamentables nuevos datos. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera repasar rápidamente algunos números. Si no entendí mal, el señor Ministro dijo que los activos del 
Banco eran U$S 335:000.000. 


SEÑOR MINISTRO.- En el balancete al 31 de enero, sin aplicar las conclusiones de las dos consultoras que recomiendan mayores 
previsiones, el total de activos es de U$S 403:000.000, mientras que el total de pasivos asciende a U$S 553:000.000. Quiere decir 
que hay aproximadamente U$S 186:000.000 de patrimonio negativo. 


SEÑOR HEBER.- La reflexión que hacíamos a partir de estos números apunta a que es muy importante la colaboración que hace 
el Estado al renunciar al cobro. No digo que estemos hablando de la mitad, pero sí de gran parte de lo que puede ser el cobro de 
los activos, que naturalmente es indispensable para el Banco. 


En función de ese razonamiento, me preocupa el hecho de que las asambleas de ahorristas solicitan pasar al Banco de la 
República sus depósitos, buscando la garantía del respaldo del Estado. Es obvio que procuran tener el paraguas siempre generoso 
del Estado, porque advierto una vez más que el Banco estatal no se ha caracterizado por cobrar bien sus activos; pero incluso en la 
hipótesis de la liquidación, creo que es factible arrimarnos a una cifra importante, que sea de satisfacción para los ahorristas, en 
función de la colaboración que el propio Estado está haciendo con el renunciamiento. 


Vuelvo a insistir en que el Banco de la República no se ha caracterizado por haber tenido grandes éxitos en el cobro. Es así que 
todavía seguimos con deudas de 1980 y de años anteriores, como también con procesos judiciales eternos. Por lo tanto, 
personalmente -sin involucrar a nadie- no me parece que sea la mejor solución. Lo más conveniente es tratar de realizar estos 
activos, ya que con el renunciamiento del Estado nos acercamos a la cifra que estaba en la expectativa de los propios ahorristas en 
la eventualidad de que el Banco de Crédito reabriera. Cabe recordar que estaban dispuestos a capitalizar un 25% o un 20%. Es 
una cifra muy importante, que acerca mucho las posiciones. 


Por otra parte, coincido con el Gobierno en cuanto a que el mensaje principal debe ser que los ahorristas no sean los perjudicados. 
Naturalmente, deberemos elegir muy bien quiénes serán los liquidadores y quiénes recuperarán los activos. 


Asimismo, la última pregunta del señor Senador Couriel es la que nos preocupa y tiene que ver con qué es lo que va a pasar con el 
personal. En realidad, no me resulta claro que función cumplía la empresa Rilomán y, por tal razón, le solicitaría al señor Ministro 
que explicara algo al respecto. Creo que, a fin de saber bien qué grado de compromiso tenemos con esta empresa, es necesario 
que se den más detalles sobre su funcionamiento. Sin duda, con el Banco de Crédito tenemos un compromiso, pero con esta otra 
empresa, que según tengo entendido otorgaba créditos, no me parece que represente un problema en el que nosotros tengamos 
que intervenir. 


SEÑOR MINISTRO.- La empresa a la que se refiere el señor Senador funciona en el área de créditos y, aparentemente, es 
propiedad del Banco de Crédito, por lo cual esta última institución tendría, técnicamente, cierto grado de responsabilidad si ella no 
funciona más. En cualquier caso, el grupo es avalista de las deudas que tiene Rilomán con el Banco de Crédito, las que se ubican 
en el entorno de los U$S 15:000.000 y que en algún momento llegaron a ser mucho mayores. Pero lo interesante de esto es que en 
este momento las deudas alcanzan la cifra que he mencionado. 


En el planteo de salida, el grupo ha dicho: "Yo no le cobro las deudas que tiene con el Banco de Crédito, las asumo yo como 
avalista y se las pago al Banco de Crédito y usted, al liberarse de estas deudas se arregla solo con la empresa, que ya no es 
propiedad nuestra, sino que pasa a ser propiedad de los trabajadores." En ese sentido, lo primero que se le preguntó al grupo es si 
seguía manteniendo esa posición. Sin duda, se trata de una solución que implica un costo por parte del grupo y en la que el Estado 
y los ahorristas no tienen nada que ver. Lo que le interesa a la masa es que se pague el crédito y si el grupo lo paga o si al pagarlo 
repite contra Rilomán, es asunto del propio grupo y de Rilomán. Entonces, tener la respuesta afirmativa de que el grupo estaría 
dispuesto a no cobrar a Rilomán para que de esa forma sus trescientos trabajadores se vuelvan propietarios de la empresa, dentro 
de la mala noticia es un elemento positivo, ya que por lo menos hay trescientas personas que, sin costo para el Estado y los 
ahorristas, arreglan su vida. 


Con respecto a la propuesta de pasar el asunto al Banco de la República, debo decir que para proceder en ese sentido hay que 
superar problemas técnicos bastante complejos. Si un Banco asume una Cartera, para empezar tiene que aumentar su patrimonio 
entre un 10 % o un 15 % y en esto influye la calidad de dicha Cartera. Por lo tanto, no es tan fácil decir: "Yo tomo esta Cartera y se 
la doy al Banco". Por ejemplo, una deuda del grupo que, tanto los ahorristas como nosotros estamos convencidos de que se va a 
cubrir, de repente en la central de riesgo corresponde a una empresa que está en un Grado 5 y, en consecuencia, es preciso 
previsionarla en un cien por ciento, razón por la cual ningún Banco la va a aceptar. Obviamente, a nadie le sirve tomar una deuda 
que hay que previsionar al cien por ciento y requiere que se inmovilicen recursos por igual valor. Incluso, si se trata de un Grado 4 
es preciso inmovilizar la mitad de su valor. Cuando se propone algo por el estilo -que desde el punto de vista del sentir de las 
personas puede ser algo absolutamente legítimo- es imprescindible pasar por el tamiz del Banco Central. Esto es así, más allá del 
hecho de que en lo personal se esté de acuerdo o no con ese tipo de propuesta; pero incluso para quienes quieren este tipo de 
solución, ella no es fácil de concretar desde el punto de vista de la reglamentación del Banco Central. Más aún; en esto también 
tenemos que cuidar al Banco de la República y no podemos, en aras de lograr una solución para un problema, complicarle la vida a 
esta institución. 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero formular algunas preguntas al señor Ministro. 


En primer término, es evidente que el Gobierno descartó recorrer con el Banco de Crédito el camino que se eligió para el Nuevo 
Banco Comercial. Me gustaría conocer los motivos, más allá de que comparta la decisión, porque cuando discutíamos la ley, 
partíamos de la base de que también el Banco de Crédito podía ser incluido dentro de la solución que allí se establecía. Incluso, 
hoy se podría optar por hacerlo, más allá de todo el perjuicio que le podría significar al nuevo Banco, en tanto quizás se deberían 
postergar las fechas previstas inicialmente. Pero insisto: me gustaría conocer los motivos en función de los cuales el Gobierno 
considera más conveniente buscar otra alternativa que no sea la del Nuevo Banco Comercial. 


En segundo lugar, quisiera saber si, ya no hasta el día de la liquidación, sino desde ese momento en adelante, en todo este 
relacionamiento que el Gobierno mantiene con los accionistas privados del Banco de Crédito, éstos se presentan y asumen la 
condición de una unidad o de un grupo económico, en cuanto a los compromisos que la sociedad propietaria de una parte del 
paquete accionario de la institución tiene a futuro con sus acreedores. Hago este planteamiento no sólo porque de la propia 
intervención del señor Ministro surge que se están ofreciendo soluciones paralelas para algunas sociedades vinculadas, sino 
también porque existe un grado de endeudamiento de esas empresas. No sé si todas estas sociedades se presentan como parte 


de un grupo económico o si simplemente es una interpretación que hacemos nosotros, pero este es un aspecto que va a pesar 
mucho en el momento de definir las responsabilidades. 


Creo que en el caso del Banco de Crédito -por lo menos, lo quería dejar como constancia- se dan dos peculiaridades que importan 
mucho en el momento de pensar en el futuro, porque no sé si vale la pena ahora ir hacia el pasado para tratar de determinar por 
qué el Banco no abrió y dónde estuvieron las responsabilidades. 


En primer lugar, el hecho de que el Estado sea, a través de la Corporación Nacional para el Desarrollo, propietario del 51% de las 
acciones de la sociedad, es un elemento absolutamente distintivo respecto de la situación de los otros Bancos. Y este es un 
aspecto que debemos tener especialmente en cuenta, como lo hicimos cuando aprobamos la ley: en aquel momento una de las 
preocupaciones más importantes que teníamos era no generar una responsabilidad adicional del Estado, tanto en cuanto a los 
respaldos como a la responsabilidad de carácter legislativo que podría surgir de no respetarse derechos legítimamente adquiridos. 


Y un segundo elemento distintivo es que, en el caso del Banco de Crédito, uno tiene toda la impresión -el Gobierno podrá decirlo 
con mayor propiedad, porque fue el que participó de las negociaciones- de que no se verificaron hechos delictivos como los que sí 
sucedieron en los otros Bancos. Este es un aspecto sin duda muy importante, porque por algo además se peleó durante tanto 
tiempo para tratar de reabrir el Banco de Crédito. 


Por último, quisiera saber qué acciones se han tomado a partir del día en que se decretó la liquidación -o se piensan tomar en el 
futuro- para evitar que se siga deteriorando el valor de los activos del Banco de Crédito, porque si fue importante el deterioro 
durante estos meses -que creo que fueron siete, aproximadamente- en la medida en que había una incertidumbre muy grande en 
cuanto a si abría o no sus puertas y muchos deudores interpretaban que no tenían ni que pasar por el Banco hasta que se 
resolviera su situación, me parece que el panorama es mucho más grave desde el 28 de febrero en adelante, porque ahora 
efectivamente se decretó la liquidación y va a haber una caída todavía más pronunciada en el valor de esos activos. Entonces, me 
pregunto de qué manera, hasta tanto se defina un camino a recorrer, el Gobierno va a tratar de evitar que se profundice el 
deterioro. 


Finalmente, quiero saber qué caminos le abre a esta situación la posibilidad de llegar al convenio al que hacía referencia el señor 
Ministro. Es decir, no sé en qué se está pensando para el caso de que se llegara a un convenio con los acreedores o con los 
depositantes -no sé con quién es- y, además, con respecto el tema de los trabajadores. 


SEÑOR MINISTRO.- Desde el punto de vista jurídico, el Banco no tenía las enormes demandas que tenían el Banco de 
Montevideo y el Banco Comercial, dadas las circunstancias en que habían sido manejados. Se podría tener más de una opinión en 
cuanto a si era un Banco atractivo o no y, probablemente, como organización, era menos atractivo que los otros dos, pero era un 
Banco sin pleitos, por lo que se podía abrir. Sin embargo, los otros dos, que eran notoriamente muy competitivos, tenían problemas 
jurídicos que ahora se han ido mostrando, casi insuperables, más allá de sus dificultades patrimoniales. En consecuencia, todas las 
propuestas, aun las que exigían mayor esfuerzo del Estado, tenían un menor costo para el mismo que cerrarlo; también 
acarrearían, seguramente, un menor costo para los trabajadores, y no voy a decir lo mismo de los ahorristas porque vamos a hacer 
un enorme esfuerzo para que, al menos, no salgan peor de lo que habían previsto. En cualquier caso, será a costa de los demás, y 
esto en el mejor de los casos, es decir, que podamos llegar al menos a la situación que habíamos previsto. Entonces, no tengo 
ninguna duda de que si lo hubiéramos podido abrir, tanto para el Estado como para los trabajadores hubiese sido mejor y los 
ahorristas se hubieran visto en una situación que aceptaban. 


Por otro lado, el grupo siempre ha presentado -no digo formalmente- toda su correspondencia, sus compromisos y sus borradores 
de contrato asumiendo un conjunto de deudas por todas las empresas vinculadas; es decir que nunca puso esto en duda. No sé si 
esto en el Banco de Previsión Social y en la Dirección General Impositiva está registrado como conjunto económico, pero a los 
efectos de la negociación jamás lo puso en duda, hasta el día de hoy inclusive. Al menos en eso no hemos tenido dificultades, 
aunque después, si se obtiene el cobro, es otra cosa. 


En cuanto al tema de qué se espera lograr de ese acuerdo, debo decir que lo que uno espera es poder manejar estos activos 
formando distintos conjuntos para lograr el mayor rendimiento nominal de los créditos a efectos de poder llegar a satisfacer el 
mayor nominal posible de crédito. Además, se intentaría que el Estado quedara con algún derecho, al menos, sobre los activos de 
menor performance. Esa es la aspiración, pero es necesario ver y estudiar las revisiones adicionales que han agregado estas 
últimas consultoras. Yo diría que con el balance al 31 de enero, antes de los informes de las consultoras, era razonable pensar que 
se podía alcanzar esa aspiración, pero después de los previsionamientos no me atrevo a hacer pronósticos. Sin duda, se defienden 
más los créditos a través de un acuerdo. 


También se me preguntaba qué vamos a hacer con el tema de las Carteras. Creo que esta pregunta es muy válida, y yo iría un 
poco más lejos y me referiría a los cuatro Bancos. Digo esto, porque el Estado va a quedar titular, más otros acreedores, de un 
porcentaje importante. En este sentido, ha habido mucha severidad para mostrar que el Banco nuevo nacía muy sano; esta 
severidad es muy buena, porque es lo que permite abrir un Banco, con menos activos de los que aspirábamos nosotros, pero que 
ha pasado por todos los filtros técnicos habidos y por haber, por lo que se puede afirmar claramente que cumple con exceso todas 
las normas precautorias. Pienso que esto le hace bien al Banco y a la plaza, pero también ha hecho que quedaran más activos aún 
en los fondos de liquidación. 


Nuestra impresión es que en muy pocos días el Banco Central probablemente va a convocar a la tercerización de la administración 
de los cuatro fondos. Además, como a nadie se le escapa, también es una fuente de trabajo que puede ayudar a resolver un poco 
algunas de las situaciones laborales. Cuando hablamos de tercerizar, no nos referimos a llevar una planilla "Excel" para informar lo 
que tiene el Fondo, sino a la gestión de cobranza, buscando recuperar al máximo el crédito. Es decir que no se trata simplemente 
de que cuando no se cumple, se ejecuta, sino de ir gestionando el crédito y rescatarlo. Esto se hace con un llamado público pero, 
más allá de quién pueda ganarlo, puede existir el buen ambiente de la Administración en el sentido de tratar de utilizar parte de 
todo este personal idóneo, capaz y que hoy está sin trabajo. 


Estas son las cosas que tenemos que armar, pero la preocupación compartida es cómo se hace para llevar a cabo rápidamente 
este procedimiento. Creo que esto que estoy diciendo expresa el mismo sentir del Banco Central que con mucha celeridad va a 


actuar en este sentido, aunque antes está analizando cómo arma el llamado para, al mismo tiempo, ir paliando al menos la 
situación de muchas personas que hoy tienen un problema laboral. 


SEÑOR GALLINAL.- La tercerización de los fondos, en el caso del Banco de Crédito, parecería razonable, pero en el caso del 
Nuevo Banco Comercial -se supone que tiene determinada infraestructura: se hablaba de setecientos empleados- significa la 
gestión de cobro. ¿O va más allá? 


SEÑOR MINISTRO.- El Nuevo Banco Comercial tiene U$S 830:000.000 de activos que administra. Nosotros estábamos pensando 
en los créditos no vigentes que quedaron en los fondos de liquidación. La Ley permite que el Banco Central licite entre Bancos, 
Administradoras de Fondos y demás, y es probable que en parte de los entendimientos a que tenemos que llegar, exista una cierta 
sugerencia en cuanto a que quienes se presenten a la licitación traten de asumir parte de este personal, que es idóneo y que se 
quedó sin trabajo, pero para la gestión de esos créditos que quedaron en el fondo de liquidación; recuperación patrimonial es el 
nombre formal. 


SEÑOR MICHELINI.- En su oportunidad, a través de una ley, el país tomó una solución para tres de los cuatro Bancos, y con 
respecto al Banco de Crédito se planteó una negociación con el socio minoritario que, junto con los ahorristas, iban a encargarse 
del cien por ciento de las acciones del mismo. Esta negociación se frustra en los últimos días del plazo de suspensión. El Poder 
Ejecutivo toma una decisión, o el Banco Central en consulta con el Ministerio de Economía y Finanzas decide la liquidación, y el 
señor Ministro nos trasmite el esfuerzo que se está poniendo para tratar de recuperar la mayor cantidad de activos, entre otras 
cosas, diciendo que el Estado uruguayo renunciaría, no al cobro final -porque si se cobrara todo, el Estado uruguayo algo recibiría- 
pero sí a la prioridad. 


Entonces, para tener una idea de todo esto, en primer lugar quisiera saber los activos y los pasivos sin la prioridad del Estado, 
partiendo de la base de que el grupo dueño de la parte minoritaria -como dice el señor Ministro- hasta ahora ha trasmitido que va a 
honrar todos los compromisos de las empresas que están en el Uruguay. 


En segundo término -algo se ha hablado, pero me gustaría que se aclarara, y si se necesitara de algún marco legal, habría que 
verlo- se está tratando de hacer un acuerdo que permitiría a los ahorristas y a los trabajadores estar en mejores condiciones que 
las de la liquidación, no en mejores condiciones que el acuerdo -o casi acuerdo- que teníamos hace diez días. Sin embargo, en las 
circunstancias actuales eso implica que los créditos que se tienen que cobrar, se cobren en ciertos plazos. Cobrar hoy los créditos 
genera impactos económicos en las empresas o en las personas que los deben, las que teniendo la actitud de pagarlos no los 
consiguen en otras instituciones, incluso si se les liberaran las garantías para poder acceder a ellos; hoy no hay crédito en plaza o 
no hay crédito aceptable. Entonces deberían generarse expectativas de cobro de esos créditos de ciertos plazos. El acuerdo no 
está y recién estamos formalizando las primeras conversaciones. Ahora bien, ¿qué plazos está considerando el Ministerio de 
Economía y Finanzas? ¿Los mismos que el acuerdo de esos cuatro años pasados, que después aparentemente se ¡ban a seis, 
como ocurrió en el Nuevo Banco Comercial? ¿O se está pensando en plazos más cortos? ¿En qué plazo se está pensando o en 
qué plazos razonables se piensa que se puede hacer el mayor cobro posible para tener la menor pérdida posible para ahorristas y 
trabajadores, y por otro lado no asfixiar a los que incluso teniendo una actitud de honrar sus deudas, hoy no consiguen 
financiamiento fácil en otras entidades financieras? 


Mi tercera pregunta tiene que ver con esta empresa de créditos. Entiendo que si esa empresa no tuviera deudas, sería 
relativamente viable e incluso podría salir a buscar cierta capitalización. Hay 300 puestos de trabajo, se le daría como pago los 
créditos laborales y demás a esos trabajadores, tiene cierto nombre y cierta Cartera en plaza. Además, saben notoriamente quién 
paga y quién no paga, de modo que tienen una especie de Banco de datos interesante. Pero si el socio minoritario dice que se 
hace cargo de esa deuda, ¿cuáles son las garantías de que después va a pagar? Porque si ya tiene casi U$S 100:000.000 de 
crédito y ahora estamos aumentando U$S 15:000.000, ¿dónde están las garantías de que va a pagar para que no se generen 
situaciones de incobrabilidad? Creo que la ingeniería de la idea puede ser buena y podemos estar solucionando una tercera parte 
de los empleos, que no es menor. 


La cuarta pregunta es qué plazo se está manejando para lograr esos acuerdos, porque no podemos pasar ocho meses más de 
incertidumbre, y si no se llega a un acuerdo deberíamos pasar a estudiar las otras soluciones. No parece lógico que dentro de seis 
meses estemos hablando sobre si hay acuerdo o no. Naturalmente, esto va al Banco Central y es de los propios accionistas, 
incluyendo al Estado -aunque también están involucrados los trabajadores y los accionistas- pero es necesario saber qué plazos se 
están manejando para constituir ese acuerdo porque si no se logra, las malas noticias algún día hay que enfrentarlas. 


SEÑOR MINISTRO..- En cuanto a la relación de activos y pasivos, sin el Estado, podemos decir que, según este balance, de los 
U$S 553:000.000 de pasivo, el Estado tiene U$S 162:000.000 más U$S 18:000.000 -es decir U$S 180:000.000- por lo que se 
trataría de algo más de U$S 370:000.000. Aclaro que los datos están muy expresados como balance, es decir netos de previsiones 
y no abierto como uno desearía, pero es el último balance disponible. A su vez, teóricamente, los activos son U$S 403:000.000, 
pero incluyendo bienes de uso, inversiones, etcétera. A esto habría que quitarle entre U$S 50:000.000 y U$S 100:000.00, que son 
las previsiones adicionales que se han recomendado y que, entre otras cosas, son las que han motivado estas circunstancias. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿En este balance está metida la empresa Rilomán, como valor positivo o negativo? 
SEÑOR MINISTRO..- En este balance estamos todos -Estado, grupo y demás- a este valor. 


Por otra parte, en los más de U$S 90:000.000 que debe o asume el grupo, ya está incluido el aval de Rilomán. Más allá de que se 
pueden tener muchas opiniones sobre la voluntad de pago del grupo -las que son todas válidas a esta altura, sobre todo después 
de una negociación fallida- en principio, no he escuchado algo distinto a que, en estas circunstancias, es casi imposible que 
Rilomán pague. Lo que sucede es que su deuda es el capital de trabajo, por lo que más allá de que no está en condiciones de 
pagar rápidamente, si lo intenta hacer, cierra. Si me pongo en el lugar del ahorrista -creo que eso es lo que hacía también el señor 
Senador Michelini- debo decir que lo que está claro es que Rilomán no va a pagar. Por lo tanto, creo que es positivo que se le libere 
para que, por lo menos, se pueda quedar con el capital de trabajo. Dependerá de su esfuerzo y empuje que les vaya bien, pero por 
lo menos ellos sentían que era una oportunidad y estaban de acuerdo. Entonces, entre todo lo negativo que ha sucedido en estos 
últimos cinco días, lo único positivo es que al menos esto pueda encaminarse. 


En cuanto a los plazos, pienso que deben ser sumamente breves. Creo que el acuerdo hay que buscarlo en muy pocas semanas 
para que se dé o no se dé; diría días, si no fuera que me parece que primero tenemos que pasar por ese balance de cierre y esa 
convocatoria a acreditación -que es formal y generalmente no cambia nada- que se hace por la inversa. De acuerdo con la ley que 
votamos en diciembre se acortaron los plazos, por lo que el Banco Central hace una publicación de lo que por libros está ahí; si 
alguien considera que tiene que estar y no estaba, entonces se presenta, pero no todos los que figuran en la lista deben 
presentarse. Esto es muy rápido y rara vez se presenta alguien aunque, tal vez, haya quien resulte omitido. Como dije, esto tiene 
unos plazos muy cortos, pero hay que cumplirlos porque es lo que realmente nos permite decir cuál es la posición. 


De cualquier manera, uno puede ir trabajando en la cabeza algunas cosas: por ejemplo, hay activos que puestos en un fondo de 
inversión valen su nominal y puestos dentro de un Banco no valen ni la mitad, porque de acuerdo con la central de riesgos hay que 
previsionar; me refiero concretamente a los del propio grupo. En este balance están en parte previsionados, aun en el propio Banco 
del cual el grupo era parte, porque la normativa lo manda así; no hay otra forma. Creo que todo esto hay que trabajarlo porque la 
ingeniería hace también a cómo se sale, pero esa ingeniería refiere a temas como, por ejemplo, la confianza. Entonces nos parece 
que debe ser un poco acordada. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿En qué plazo se daría el recupero de los créditos? 


SEÑOR MINISTRO.- Esa es un área que hemos dejado abierta. Hemos hecho una primera consulta junto con los temas de 
Rilomán y del depósito, a propósito de lo cual se ha obtenido una respuesta de colaboración, pero no hemos querido avanzar 
totalmente hasta no saber cuáles son los requerimientos de los ahorristas. Digo esto porque me puede parecer razonable que los 
ahorristas tengan el trato que ellos habían firmado o el trato del Banco nuevo, pero ellos hoy pueden sentir otra cosa; entonces no 
nos pareció prudente seguir avanzando en esos temas. Sí habría, en principio -por lo menos es lo que se nos dice, incluso en 
forma escrita- voluntad de honrar todas las obligaciones y de discutir una cadencia de amortizaciones más breve, que permitiera de 
alguna manera ir atendiéndolas. 


Insisto, por eso, en la necesidad de buscar. Estimo que hay que buscar el acuerdo en unas pocas semanas y, de lo contrario, 
vendremos a informar. Asimismo, vendremos a informar cuál es la solución que busca el administrador a esta situación. Es decir 
que esta solución se busca por acuerdo o, por medio del administrador, con los "input" o las condiciones que todos queramos 
indicarle, pero con ciertas limitaciones legales que el acuerdo permite superar. Entre las partes hay elementos que refieren a 
Derecho que, si no es por convenio, ni el Legislador las puede cambiar; es decir que si tengo ciertas prioridades, en principio no me 
las pueden cambiar, salvo responsabilidad. Sin embargo, por convenio se puede cambiar todo. De todas formas no hay que 
cambiar todo, sino simplemente hacer algunos ajustes. 


SEÑOR SANABRIA.- Antes que nada, quiero decir que celebro el clima de trabajo que tanto el señor Ministro como los propios 
integrantes de la Comisión han generado. Se trata de un tema muy serio, y si es manejado con este nivel de información, creo que 
al país entero se le van a facilitar las cosas, a pesar de las dificultades que estamos viviendo. 


Simplemente quería hacer una referencia de aproximación a la recuperación de Carteras, en general como comentario y no con 
otra aspiración. Las categorías 3, 4 y 5, de las Carteras que no toma el Nuevo Banco Comercial como el de Crédito son, 
evidentemente, las de difícil recuperación y largos procesos, donde en el propio trámite de recuperación siempre termina quedando 
un porcentaje importante, teniendo en cuenta lo que realmente se logra. No sé si no se podría pensar en algún mecanismo de 
compensación vinculado a los ahorristas y a los deudores, no en forma directa sino indirecta, y aliviar esta situación de repente con 
porcentajes no tan exigentes o cercanos a lo que el sentido común indica, como medida con plazos acotados. Ha habido -y 
continúa hoy- un movimiento de conversaciones entre ahorristas y deudores y no sé si por allí podría haber, también, un camino 
para limpiar esas cosas. Digo esto porque es malo que queden en el país U$S 1.500:000.000 o U$S 2.000:000.000 enganchados 
detrás de propiedades, de campos, de negocios, porque en casi todos ellos hay alguna hipoteca. Entonces, no sé si no habría allí 
una posibilidad de analizar por única vez o que aparecieran propuestas que nos aliviaran toda esa carga pesada que hace daño al 
propio sistema. Quizás con la creatividad que siempre ha tenido el señor Ministro, se podría dar una opción de un plazo corto para 
que se presenten con Carteras del mismo Banco en determinadas condiciones y puedan centrar el problema de lo que va a quedar 
para resolver. 


SEÑOR MINISTRO.- Nos quedamos con esa inquietud, porque vale la pena estudiarla. Entiendo que puede ser un mecanismo a 
aplicar, pero quisiera averiguar un poco más sobre el punto. Aclaro que no descarto ninguna idea porque, dadas las circunstancias, 
todas son bienvenidas. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera consultar al señor Ministro si se ha estimado o se puede evaluar cuál ha sido la pérdida del patrimonio 
del Banco de Crédito e, inclusive, los gastos en los que ha incurrido dicha institución desde el momento de la suspensión de 
actividades hasta la fecha en que se determinó su liquidación. Obviamente, el funcionamiento del Banco tenía y aún tiene una serie 
de gastos en los que hubo que incurrir, tales como pago de sueldos, publicidad en los medios y todo ese tipo de activos que se 
fueron gastando, por decirlo de alguna forma. 


SEÑOR MINISTRO.- Aclaro al señor Representante que no tengo aquí las cifras. Como él señala, los gastos de funcionamiento, de 
publicidad y demás fueron realizados por quienes estaban al frente del Banco, que, obviamente, no era el Estado. En ese sentido, 
solicitaremos al Banco Central que nos informe al respecto. Pero lo que fue claramente determinante fue la reconsideración de la 
Cartera. Nos aflige lo que se va gastando todos los meses, pero me da la impresión de que en cuanto a cifras significativas, ese 
gasto no tiene demasiado peso frente a lo que representó, en cuestión de semanas, una reconsideración de las Carteras, que 
surgió de revisar carpeta por carpeta y de hacer una evaluación. Aun Bancos de primera línea que gestionan muy eficientemente 
sus Carteras han tenido que aumentar previsiones, aunque no en esta proporción. 


De cualquier manera, tengo claro cuál ha sido la última evaluación y ello consta en las cifras que he manejado. Concretamente, en 
el balance realizado al 31 de enero hay entre U$S 50:000.000 y U$S 100:000.000 de previsiones adicionales. En cuanto pueda, le 
enviaré el costo que ello ha significado, porque ahora no tengo la menor idea de cuáles son las cifras. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- Simplemente, quisiera saber si cuando se dio el proceso del Nuevo Banco, estaba clara la idea de 
cómo operar con las Carteras de categoría 1, 2 y 3 con cada uno de los Bancos. En principio, creo que tenemos una situación no 
prevista, y la pregunta es la siguiente. ¿Se está analizando el activo de las Carteras que se consideran que están en mejores 


condiciones? ¿Se está pensando en subastarlas conjuntamente o se está considerando la posibilidad de subastarlas 
fraccionadamente? 


SEÑOR MINISTRO.- Si no hubiera entendimiento, ¿qué es lo que razonablemente haría el liquidador? Si no hubiera un 
entendimiento con los ahorristas, habría que mejorar las posibilidades; claramente, lo primero que tendría que hacer el liquidador 
es tomar lo mejor de las Carteras -no necesariamente en un solo bloque- para maximizar su rendimiento y probablemente aceptaría 
depósitos u otros valores para alcanzar mayores cantidades nominales. Si sale a pedir efectivo va a sufrir un castigo, no porque no 
valga sino por el costo de oportunidades: quien tiene efectivo lo hace valer y puede castigar mucho el valor, simplemente porque no 
hay efectivo. Ahora, si es por valores, se defiende más el precio. 


En segundo término, habría que pensar cuál es el mejor tratamiento para que rindan más los compromisos del grupo inversor. Creo 
que vendidos o subastados valen poco, por lo que habría que tratar de orientarlos para que se canalicen directamente. Considero 
que de esa manera se defiende mucho más el valor, pero estas son las cosas de las que queremos conversar. Personalmente, no 
tengo dudas de que si se quiere defender el valor esas son cosas que se tienen que hacer. 


El resto de la Cartera habría que gestionarla de la manera más eficiente posible, porque venderla sería realmente malbaratarla. 
Creo que tanto los ahorristas como el Estado tenemos la esperanza de rescatar bastante, y una Cartera bien gestionada y con los 
tiempos necesarios, puede dar. Además, por ley, el Estado puede dar plazos y aceptar Bonos y Letras, que a veces son una quita 
implícita, pero que al Estado igual le sirven y el deudor no sentirá una presión desmedida. No debemos olvidar que ese es el otro 
problema: no se puede salir con la daga, en un momento de tanta dificultad, a pedir el pago contado, porque no se va a conseguir; 
hay que otorgar más plazos, dar posibilidades que alienten, realizar algún otro activo y saldar parte de las hipotecas, por ejemplo. 
Esto lo estamos viendo. 


SEÑOR PONCE DE LEON.- Es simplemente para pedir una aclaración. Se entiende perfectamente la respuesta del señor Ministro, 
pero empezó diciendo "para el caso en que no haya acuerdo"; me pregunto si para el caso en que sí hubiera acuerdo, estas 
consideraciones valdrían de la misma manera. 


SEÑOR MINISTRO.- Pueden valer, sí, pero por una razón de respeto al procedimiento, si uno invita a buscar un acuerdo, no puede 
decir "este es el acuerdo". Lo que sí se podría decir, si no hubiera acuerdo, es, por ejemplo: "Estos son algunos de los principios 
sobre los cuales creemos que habría que trabajar.” Por supuesto que, en aras de llegar a un entendimiento, es probable que 
planteemos estas mismas ideas, pero también estamos dispuestos a oír a los demás; si no fuera así, no estaríamos realmente 
buscando ese acuerdo. Por ello he sido prudente al decir que hay un tema de números y, a su vez, otro relacionado -dicho 
claramente- con la deuda del grupo. Con respecto a esto, no tengo ninguna duda de que se defiende mucho más el nominal con el 
cobro directo por parte de ahorristas, del Estado o del grupo, que intentando venderlo. Reitero que no tengo ninguna duda de que 
esto es así, y no creo que haya dos opiniones al respecto. De todas formas, hay temas hasta de confianza, y el Estado no es quién 
para imponer esa solución; sí puede mostrar las ventajas, tratar de convencer y de persuadir. Personalmente, no tengo dudas de 
que, desde el punto de vista fiscal y de rendimiento, esta es la mejor solución, pero reitero que hay que convencer a la gente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda del Senado, junto a los señores Representantes que han compartido esta 
sesión, agradecen al señor Ministro su iniciativa, su presencia y la información que ha brindado. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 5 minutos) 
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